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En Chile, sin perjuicio de las decla- 
raciones de responsabilidad que surgen 
del atentado al principio de la IegJidad 
de los Arts. B* y 7’9 de la achxal Constitu- 
ción Política, además del Art. 38 inc. 29, 
de la misma Constitución, la situación de 
la responsabilidad extracontractual del 
Estado administrador, hasta 9ue se dic- 
ta en el año 1970 el D.L. 1.289, Ley Or- 
g&nica de Municipalidades, legislación 
específica para la Administración local, 
hoy derogada, se vincula directamente 
con la aplicación que se da a través de 
1~ jurisprudencia del instituto de la res- 
ponsabilidad civil, basada en los concep- 
tos de culpa o dolo como causales posi- 
bles de imputación de responsabilidad. 
La jurisprudencia en este aspecto fue 
adaptando y aplicando especialmente la 
noción de culpa y, por lo tanto, de res- 
ponsabilidad, a situaciones en que par- 
ticipa la Administración y que son asimi- 
lables al derecho privado (actos de ges- 
ti6n o que no son de autoridad) y de- 
clarando en otros CBSOS la irresponsabili- 
dad del Estado-administrador en mzón 
de actos o hechos que causan daño, pe- 
ro que son producto de un acto de au- 
toridad legítimo de la Administración, 
en donde no existe culpabilidad alguna 
al permitirlo el ordenamiento jurídico. 

El sustento legislativo de esta respw- 
sabilidad lo basa la jurisprudencia en la 
aplicaci6n de los Arts. 2314 del Código 
Civil (Principio general de responsabili- 
dad por el hecho propio), 2320 del 
Código Civil (Responsabilidad por el 
hecho ajeno) y 2329 del Cóaigo Civil 
(Presunciones de culpabilidad) para hn- 

cer recaer la responsabilidad en la Ad- 
ministración cuando un tercero se vea 
afectado por actos o hechos culposos de 
sus agentes y que le causan daño. EI 
D.L. 1.289/78 en su Art. 61 inc. 49 re- 
cogía la denominada falta personal del 
funcionario que en ejercicio de su cargo 
y debido a culpa o dolo de su parte 
cause un daño R un tercero. Declara la 
solidaridad del Municipio y del agente 
en el pago de la indemnización, eeble- 
ciendo además el derecho del municipio 
que pagó a repetir contra del funciona- 
rio que causó el perjuicio. 

Hubo aquí un reconocimiento en la 
legislación adknistrativa a un estatuto 
de la responsabilidad propio del funcio- 
mrio municipal respecto de terceros. Sin 
perjuicio de lo anterior, la misma dispc- 
sición hizo responsable al funcionaria que 
CBWB un daño al propio municipio, de- 
biendo éste indemniza r dichos perjuicios 
en el evento de que se le pruebe actua- 
ción dolosa o culposa. 

Este mismo D.L. 1.289, en el Art. 62 
inc. b, legisló sobre un tipo de respon- 
sabilidad extracontractual del municipio 
propia y específica del derecho público, 
que es la denominada responsabilidad por 
falta de servicio. Con esta regulación le- 
gal se abrib para Chile, en el ámbito 
municipal primeramente, un amplio mar- 
gen a la responsabilidad extraconhactual 
del Estado administrador. Hoy día la 
responsabilidad extracontractual del mu- 
nicipio se establece en el Art. 83 de la 
Ley Orgánica Constitucional de Munici- 
palidades, Ley W 18.695, al señalar que 
las municipalidades serán responsables 
par los dafias que originen, la que proce- 
derá principalmente en razón de falta 
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de servicio. Reconoce igualmente la res- 
ponsabilidad de la Municipalidad en ra- 
z6n de falta personal del fimcionaio, con 
la pasibilidad de que pueda el munici- 
pio repetir en contra del funcionario que 
caus6 el daño. En este nuevo texto le- 
gal se mantiene parte de la antigua re- 
gulación del D.L. 1.289/78, reconocien- 
do hoy el legislador que la responsabili- 
dad extracontractual del municipio se 
produce principalmente por falta de ser- 
vicio, lo que nos indica que será este ti- 
po de responsabilidad la que en mayor 
medida afecte y se persiga respecto de 
la Municipalidad. 

Igualmente, la Ley 18.280 en su Art. 
177, “Ley de Tránsito”, hace responsa- 
ble a la Municipalidad o al Fisco, en su 
caso, por los daños que se causaren con 
oasisib” de un accidente que sea conse- 
cuencia del mal estado de las vías pú- 
blieas o de su señalizaci6n. Hay aqui 
tambibn una clara referencia al incum- 
plimiento del servicio de una de sus com- 
petencias y por lo tanto a una obligacibn 
atribuida por el ordenamiento jurídico, o 
sea la responsabilidad en este caso se ori- 
gina por falta de servicio. 

Tambikn la Ley NP 18.575 Orgánica 
Constitucional de Bases de la Adminis- 
tración del Estado, Art. 49, eaablece la 
responsabilidad del Estado “por los da- 
ños que causen los 6rganos de la Admi- 
nistración en el ejercicio de sus funciw 
nes, sin perjuicio de las responsabilida- 
des que pudieren afectar al funcionario 
que los hubiere ocasionado”. En este 
altfculo se consagra la plena respona- 
bilidad del Estado-Administrador, ya sen 
si el daño que causa es consecuencia de 
un hecho o de un acto jurídico o que 
dicho daño sea causado en forma legal 
o ilegal. Se reconoce a nivel de princi- 
pio la responsabilidad extracontractual 
directa del Estado, reafirmando que és- 
te será responsable par los daños causa- 
dos por la Administración cuando ella 
actúe en el ejercicio de sus competen- 
cias, agregando que dicha responsabilidad 
es sin perjuicio de la responsabilidad 
que pudiere afectar al funcionario que 
ocasionó el daEa La responsabilidad del 
funcionario aparece cas4 a nuestro en- 
tender, corno residual o secundaria res- 
pecto a la responsabilidad especifica y 
principal que tiene el Estado de indem- 

nizar por el daño que causa la acción 
de la Adminkhacibn Pública. Natural- 
mente no se desconoce la responsabilidad 
del funcionatio, pero &ta queda en un 
plano diferente a la principal responsa- 
bilidad del Estado. El funcionario será 
responsable por falta personal, o sea 
imputándosele negligencia (culpa) o dolo 
en su actuar funcionario, pero el Estado 
será responsable de lo obrado por el fun- 
cionario, que ha debido seleccionar y 
vigilar, frente a los afectados que x- 
clamen la reparación integra del daño 
causado por esa actuaci6n funcionarial. 

Pensamos que es en este Art. 49 de la 
Ley Orgánica Constitucional sobre Ba- 
ses de la Administración del Estado don- 
de se esta. configurando la responsabili- 
dad y sanciones legales que estipulan los 
Arts. 6p inc. final y 79 inc. final de la 
Constitución Política. 

Por otra parte, el Art. 49 de la Ley 
Orgánica Constitucional de Bases de la 
Administración del Estado se encuentra 
ubicado en el Titulo 1, Normas Genera- 
les, que sqím el Art. 19 del mismo tex- 
to se aplica a toda la Administración del 
Estado, constituida por ministetios, in- 
tendencias, gobernaciones, órganos y 
servicios públicos creodos para el cum- 
plimiento de la funci6n administrativa, 
incluidos Contralorfa General de la Re- 
pública, Banco Central, las Fuerzas AI- 
madas, Fuerzas de Orden y Seguridad 
Pública, las Municipalidades y las em- 
presas públicas creadas por la ley. 0 sea, 
el Art. 49 es de general aplicacibn para 
toda la Administracibn Pública. 

En el Art. 44 de la tima ley se en- 
tra, a nuestro entender, a complementar 
y a regular en tén”i”m espíficos, y 
parciales, la responsabilidad general con- 
sagrada en el Art. 40. Efectivamente, es 
especifico, pues se consagra definitiva- 
mente para la Administración del EXa- 
do la responsabilidad por falta de ser- 
vicio debida al daño que causen B ter- 
ceros en sus actuaciones jtidk.5 0 ma- 
teriales 10s órganos de la Administxaci6n. 
Establece además el derecho a repetir 
en contra del funcionario que actuando 
como tal cometiere una falta personal y 
que ello a su vez hubiese originado un 
pago indemnizatorio al afectado por par- 
te de la Administracibn. 0 sea, se rec& 
noce como complemento del Art. 4Q la 



19891 OELCKERS : RESMNSABILIDAD EXTBACONTRACIVAL 44.3 

denominada “falta de servicio” y tambikn 
la “falta perwnal”. Pero dicho recono- 
cimiento es parcial, debido a que el Art. 
44 de la Ley Orgánica Constitucional de 
Bases de la Adnkistraci6n del Estado se 
encuentra ubicado en el Titulo II, normas 
especiales, en donde el Art. 18 inc. 29 exi- 
me de la aplicación de este título a la 
Conhalorfa General de la República, al 
Banco Central, a las Fuerzas Arrradas, a 
las Fuerzas de Orden y Seguridad Pú- 
blica, a las Municipalidades, a las em- 
presas públicas creadas por ley, las que 
se regid” por sus respectivos estatutos. 
Por lo tanto, debemos entender que la 
norma del Art. 44 de la Ley Orgánica 
Constitucional de Bases de la Adnxinistra- 
ción del Estado, referida a la falta de 
servicio y a la falta personal, se aplica 
x510 a los Ministerios, Intendencias, Go- 
bemaciones, orgwismos públicos depen- 
dientes de éstos (Fisco), organismos se- 
mifiscales y estatales públicas descentra- 
lizados funcionalmente que carezca” de 
normativa específica. Puede ocurrir que 
existan algunas organizaciones en que 
se establece” principios especiales como 
es el caw de la responsabilidad por ries- 
go, producto del daño causado en el “so, 
explotació” e investigaci6n autorizada 
de la energía nuclear, Ley N* 18.302 
del año 1984, Ley de Seguridad Nuclear, 
Art. 49 a 66, que afecta principalmente 
u la Comisib” Chilena de Energia Nu- 
clear. Lo antetior es sin perjuicio de la 
aplicación del Art. 49 de la misma ley 
que establece, como dijimos, el principio 
general de responsabilidad. Las Munici- 
palidades, como señahmos en párrafos 
anteriores, cuentan con la misma “Olma, 
Art. 83 de la Ley Orgánica Constitucional 
de M”nicipalidades,q”e reconoce la res- 
ponsabilidad extracontractual de la Munici- 
palidad principahnente por falta de ser- 
vicio y reconoce la posible existencia de 
faka personal. A la Contralorfa General 
de la República, al Banc” Central, a las 
Fuerza Armadas, B las Fuerzas de Or- 
den y Seguridad Pública y a las empre- 
sas públicas ~610 se les aplica el ~rt. 49 
de la Ley Orgánica Constitucional de 
Bases de la Administración del Estado y 
las normas de responsabilidad que esta- 
blezcan sus propios estatutos org&nicos, o 
frente a la falta de noxmativa, en una 
illterpretaC¡ón restcictiìa, la aplicación 

de las normas de derecho privado y su 
adaptación jurisprudenciaI, que ya indi- 
cábamos a”teriorn?ente, 0, en una nueva 
interpretación, que podria acoger la j”- 
risprudencia, referida a la argumentación 
que a partir del Art. 49 de la Ley Orgá- 
nica Constitucional de Bases de la Ad- 
ministración Pública, aparece la respon- 
sabilidad pública co” su propia identi- 
dad, de tal forma que en raz6” de di- 
cha “orina cualquier organismo de la 
Administración debería responder cnan- 
do en el ejercicio de su funciones c~“se 
un daño. Al no establecerse en el Art. 
4P el tipo de responsabilidad de que se 
trata -que puede ir desde la que es 
producto de falta personal, ” de falta de 
servicio, ” responsabilidad por riesgo-, 
y dlo referirse al principio general ae 
responsabilidad del Estado, “os veria- 
mas en la dificultad de establecer los 
fundamentos para hacer efectiva esa 
responsabilidad. Entendemos que en ese 

caso deberla ser la jtispmdencia que 
frente a cada situacibn en concreto de- 
cidiera sobre el asunto que se le pwsen- 
ta, aplicando los nuevos principios de 
derecho público referidos a la falta per- 
sonal, a la falta de servicio, al cúmulo 
de re.sponsabiItdades, a la responsabili- 
dad con falta o a la responsabilidad par 
riesgo según cada caso y situación espe- 
cífica, principios que se encuentran ba- 
mdos en la negligencia funcionaria, mal 
tardío o no funcionamiento del servicio. 
igualdad ante los cargos públicos cuan- 
do se impone individualmente una. car- 
ga (sacrificio especial), enriquecimiento 
indebido por parte de la Administraciún 
o en razón del riesgo social, que se su- 
cede co” una intensidad descxmodda y 
al que los administrados están expuestos 
y que se originen en 1~x26” de peligms 
que ocurre” hoy más que antes, y que 
no puede el particular eludirlos. So” es- 
tas situaciones excepcionales de riesgo 
creadas por la Administración en su fa- 
vor y en donde el particular puede su- 
frir un daño. La Administración aqui no 
puede dejar de actuar y. por lo tanto, no 
puede evitar los dafios, estando ella más 
cerca de la causa del daño que la victi- 
ma. Si la actividad de la Administraci6n 
se realiza en beneficio de la colectividad 
,jno es jtuto que la víctima de esa cc- 
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lectividad sea indemnizada por la colec- 
tividad? 

Seri pues la jurisprudencia la que en 
un futuro cercano deba pronunciarse so- 
bre la situación; en caso contrario, ella 
podría volver a establecer la responsa- 
bilidad de estos organismos públicos fun- 
dada en le interpretaci6n basada en la 
normativa y principios de derecho pri- 
vado y la adopción de la noción de ac- 
tos de autoridad y aquellos que no lo 
son. 

En todo caso, no podemos desconocer 
el enorme avance de nuestra legislación 
en materia de responsabilidad extracon- 
tractial del Estado-Administrdor, al con- 
sagmrse definitivamente en la Ley Orgá- 
nica Constitucional de Bases de la Ad- 
rnmstración del Estado y en la Ley Or- 
g8nica Constitucional de Municipalidades 
la falta de servicio para toda la Admi- 
nistración del Estado, con la sola excep 
ción de la Contmlotia General de la Re- 
pública, Banco Cenhal, Fuerzas Arma- 
das, Fuerzas de Orden y Seguridad Pú- 
blica y Empresas Públicas creadas por 
ley, las que se rigen por sus pmpics es- 
taUtoS y, CODO hemos señalado, ojalá 
por una aplicación jurisprudenclal de los 
principios de derecho públic~adminiî- 
trativo referidos a la responsabilidad ex- 
tracuntractwd del Estado administrador 
amplíen tambi6n su margen de responsa- 
bilidad. 

Con motivo de la actividad adminii- 
trativa los particulares pueden sufrir da- 
ños que directa 0 indirectamente afee- 
ten su patrimonio. Por ejemplo, en el 
curso de ciertas operacioDes de la fuer- 
za aérea, un avih cae sobre una edifica- 
ción privada y le causa graves deterio- 
ros; al ser alterado el nivel de una via 
urbana, resultan pzrjudicadas varias ca- 
sas de propiedad privada; o al realizarse 
las operaciones aduaneras desaparece ull 
lote de mercanclas importadas por UD 
particular; o por causa de vacunación 
practicada por los servicios de salud, 
pierde un brazo una persona; un Minü- 
tro de Estado dicta una resoluci6n ile- 
gxl, lesiva de los derechos de un admi- 

nistrado. En todos estos casos se plantea 
el problema de saber qui6n es el titular 
de la responsabilidad, esto es, a qui.4n 
corresponde indemniza r las consecuen- 
cias del acto u omisión dañosos: al Es- 
tado, o al funcionaio que realizó el ac- 
to o incurri6 en la omisión. 

Hay varios intereses en conflicto, que 
es n~es3tiO tener en cuenta en el siste- 
ma de determinación de la responsabili- 
dad: el interés del particular agraviado, 
el de la Hacienda Pública, el del fun- 
cionario y el del 6rgano público. 

El interés del particular agraviado 
aconsejaría que en todo caso pudiera 
ejercer su acción cama el Estado, que 
con seguridad seria m8s solvente que el 
funcionario. 

Igualmente el interés del funcionario 
impukarla a que se reconociese al Esta- 
do como titular de la responsabilidad y 
que se le librase de la misma. 

Si se considera el interés de la Ha- 
cienda Pública., la soluci6n escogida se- 
ria la inversa: la responsabilidad perse 
nal del funcionario. 

El interka del 6rgano público conduce 
a las siguientes consideraciones: no es 
juicioso librar de toda responsabilidad al 
funcionaria, porque ello estimularía las 
faltas y negligencias en el personal de 
la administración; ni es tampoco rece- 
mendable abrumar al funcionario con el 
peso de una responsabilidad excesiva, 
porque ello retardarfa su acción y para- 
lizaria sus iniciativas, en perjuicio del 
buen funcionamiento de los servicios pú- 
blicos. Hay pues que buscar un equili- 
brio. 

La jurisprudencia francesa y la doari- 
na establecieron una distinción que se 
ha generalizado, entre la responsabilidad 
de la administración y In del funcionario, 
la cual se kasn sobre el antagonismo en- 
tre la falta del servicio y la falta persw 
nal. Aml~s expresiones jurídims han si- 
do reconocidas en nuestra legislacibn en 
los Arts. 44 de la Ley Orgtica Consö- 
tucional de Bases de la Administración 
Pública y en el Art. 83 de la Ley Org& 
nica Constiticioral de Municipalidades, 
como antes lo señaláramos. Pues bien, 
~cuties son los contenidos jurídicos esen- 
ciales de cada uno de ellos? Si el acto 
dañoso ha provenido de un hecho del 
servicio, y ha constituido, por lo tanto, 
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una falta del servicio, corresponde al Es- 
tado cubrir el monto de la indemniza- 
ción. En cambio, si el acto dañoso ha 
sido puramente personal del foncionario 
y, en comecue”cia, constituye una fal- 
ta personal, el funcionario deber& co” 
su propio patrimonio, cubrir el monto de 
los daños y perjuicios causados. 

CO” frecuencia se expresa la diferen- 
cia entre uno y otro tipo de faltas, lla- 
mándolas falm separable y no separable 
del ejercicio de las funciones. La falta 
personal es, por supuesto, la falta sepa- 
rable de la funcibn. 

No ha habido UI completo acuerdo 
entre los autores en cuanto a las condi- 
ciones requeridas para que una falta sea 
considerada como separable de la fun- 
ción y, en consecuencia, personal del 
fu”ci0”ari0. 

Claro está que toda falta cometida por 
el funcionario materialmente fuera del 
ejercicio de sw funciones, por ejemplo, 
en el Bmbito de su +ida privada, debe 
ser calificada como enteramente persa- 
“al o persorr&i”la y, por lo tanto, sólo 
61 responde por el daño causado confor- 
me al derecho privado. 

Las dificultades suge” en aquellas 
ocasiones en las cuales, estando el fun- 
cionario materialmente en el ejercicio de 
sus funciones, realiza actos co” intención 
extraña al servicio público, y que, por 
ello, pueden ser considerados separables 
de la funci6”. En tal hipótesis se ha ha- 
blado de falta intelectualmente separa- 
ble. Al tratar de precisar estos concep- 
tos, surgen discrepa”cias. 

La doctrina clkica al caracterizar la 
falta personal, o sea, la falta separable, 
la ha llamado doctrina de las pasiones 
personales: hay falta de servicio, si el 
acto dañoso es impersonal+ si revela un 
administrador o un mandatario del Es- 
tado más o menos sujeto a error, y no al 
hombre, co” sus debilidades y sus im- 
prudencias. Si al contrario, la personali- 
dad del agente se revela por sus faltas 
al derecho privado, por una violencia, 
una imprudencia, entonces la falta ea 
imputable al funcionario y no a la fun- 
ci6n. 

La moderna dwztrina administrativa 
encuentra que puede” ser calificadas co- 
mo faltas separables y, por lo tanto, impu- 
tables personalmente al funciotirio: las 

fdts CO,M&IS al margen del ejercicio 
de la función pública, sea o no en el de- 
no de la vida privada, pero, en todo ca- 
so, en circunstancias extrañas a aquel 
ejercicio; y además, las faltas corxtidas 
aparentemente en ejercicio de la función 
pública, pero que intelectualmente pue- 
den ser separadas de la misma, por ha- 
tarse de faltas intencionales o de faltas 
graves, esto es, debidas a un error “egli- 
gente o inexcusable. En estos casos, la 
falta del agente se produce en el servi- 
cio o co” ocasión del mismo, pero en 
donde se de” los supuestos de intención 
manifiesta o gravedad especial de SU 
conducta que lo hacen marginarse de la 
acción querida conforme a la ley por la 
Administración en su actuar. 

Por otra parte, aunque la falta se co- 
meta en el ejercicio material de la fon- 
ció” pública, puede tener carkter per- 
sonal, si * su autor lo anima una inten- 
ción de causar dafio. Conviene advertir 
que no toda finalidad incorrecta perse- 
guida por un funcionario basta para con- 
figurar una falta personal. Así, el acto 
administrativo puede estar viciado por 
desviaci6” de poder, sin que resulte de 
ello una falta personal de su actor, OO- 
“lo en las casos en que kste se ha apar- 
tado de la finalidad legítima del acto, 
pero no co” intención malévola contra- 
ti al servicio mismo, sino para favore- 
cer, por ejemplo, financieramente al Es- 
tado. Para que la finalidad incorrecta 
pueda ser considerada falta personal, ge- 
neradora de la responsabilidad personal 
del fwciorrario, es preciso que haya sido 
inspirada por la intención de causar da- 
ño, por negligencia grave, por el deseo 
de venganza o por pasiones o debilida- 
des similares Esta sitoación se acerca a 
la noción de culpa y dolo, establecidas 
en nuestra legislaci6” civil. 

Como hemos visto, el sistema expues- 
to reposa sobre el antagonismo de las 
dos categodas de faltas: falta personal o 
falta del servicio. En un primer mamen- 
to, la doctrina soshwo que dichas faltas 
eran excluye”tes la una de la otra; que 
no había lugar para la coexistencia o 
acumulaci6” de ambas responsabilidades; 
o respondía el funcionario, o respondia 
la a&ninistraci6n. 

MPs tarde se advirtió que la ILO ce 
existencia de ambas responsabilidades 
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traía consecuencias contrarias a la equi- 
dad, En efecto, en caso de falta pase 
nal del funcionario, la víctima obtenía 
un crédito contra éste; y en caso de fal- 
ta del servicio, la víctima adquiría un 
crkdito a cargo de la administración. Eso 
era injusto porque la solida del crédito 
de la víctinw estaba en razón inversa a 
la gravedad de la falta cometida. El 
agratiado por una falta personal, que es 
por defirkidn la de mayor gravedad, 
por su intencionalidad, tenis menores 
posibilidades de ser pagado que el dam- 
nificado por una falta no intencional c”- 
yos efectos quedaban a cargo del patri- 
monio administmtivo. 

Hoy se admite, bajo ciertas condiciw 
“es, k acumulación de responsabilidades. 
Confomle al criterio actual, se puede 
condenar a la Administracibn a reparar 
los daños y perjuicios caumdos por la 
falta personal del agente, siempre que la 
falta haya sido cometida en ejercicio de 
las funciones. No ocurre lo mismo si la 
falta personal ha sido cemetida fuera del 
ejercicio de las funciones, porque en tal 
caso no queda comprometida la respon- 
sabilidad de la Administracibn. 

La aceptreión de la acumulación de 
responsabilidades tiene por finalidad dar 
al particular agraviado la ventaja de po- 
der dirigIrse contra la Administración, 
que es genernlnxnte más solvente que 
el f”ncionario; pero no autoriza al afec- 
tado para percibir a “n tiempo index- 
nizaciones de la administración y del 
funcionario. Mediante el empleo del pre 
cedinknto de la subrogacibn, que con- 
siste en condenar a la Administraci6n, 
bajo reserva de que la víctima subrogue 
al Estado en los derechos que tiene con- 
tra el funciomio, se puede impedir la 
percepci6n de la doble indemnización. 
Asi, condenada la Administración al pa- 
go de la indemnización, puede ejercer 
contra el agente total 0 parcialmente res- 
ponsable del daño, ya la acción nacida 
de la subrogación, ya una accibn direc- 
ta contra el autor del daño, aun fuera 
de toda subrogación en los derechos de 
la vktima, como es el caso del Art. 
44 de la Ley Orgánica Constitucional 
de Bases de la Administración del Esta- 
do y Art. 83 de la Ley Orgkca Consti- 
tucional de hlunicipalidades. También el 
agente puede ser parcialmente respo”- 

sable, cuando el daño ha sido causado 
a un tiempo por la falta del servicio y 
por la falta personal, casa en el cual el 
tribunal deba determinar la cuota de ca- 
da “no de los rffponsables, de acuerdo 
con la gravedad de las faltas respectivas, 
para los efectos que la Administraci6” 
pueda hacer efectiva la cuota de respon- 
sabilidad personal de agente público en 
favor del patrimonio estatal. 

u Art. 83 Lql 18.695 

3.1. La concephxdización 

Las disposiciones legales sobre la res- 
pomabilidad patrimonial de la Adminis- 
tració” por falta de servicio hace” apa- 
recer a este tipo de responsabilidad co- 
mo una responsabliidad directa de la 
Administración y no como un sisterra de 
cobertura de los daños causados por ac- 
tuacioaes f”ncionariales ilícitas que cau- 
san daño. Hay aqui pues un avance i”~- 
portante en el tratamiento “ius publicis- 
ta” del tema. Al consagrarse la respon- 
sabilidad por falta de servicio, desapa- 
rece el elemento tradicional de dolo o 
culpa del funcionario para los efectos de 
determinar la responsabilidad de la Ad- 
n”n&ración. La responsabilidad ahora 
se objetiviza y SS transfonru en respon- 
sabilidad directa de la Administmcifm 
cuando ella no actúa en la forma que 
prescribe la ley. Desde este punto de 
vista se objetiviza la responsabilidad, lo 
que no significa que ésta sea responsa- 
bilidad objetiva, pues en estos casos “e- 
oesariamente debe probarse la circurs- 
tancia que se alega derivada del funcio- 
namiento anornul del organismo públi- 
co. Se podría decir que lo que hay que 
probar es la posición adoptada por la 
Administración Pública reflejada en su 
no actuación, en su mala o deficiente 
actuación 0 en su actuación tardía, mi- 
rando no ~610 la culpabilidad del servi- 
cio sino la antijuridicidad del daño cau- 
sado al administrado. 

La Administración bajo el contexto de 
la falta de servicio responde por el daño 
que terceras sufran como consecuencia 
del f”“cionamie”to anormal del s ‘ricio 
público, abarcando esta “oció” todo el 
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hacer y actuar de la Adminktracibn, esto 
es, de toda gestión administrativa en ge- 
neral, sean actuaciones u omisiones juri- 
dicas -acto administrativo ilegal, repre- 
sentado por un mal funcionamiento del 
organismo, pues el mandato constihxiw 
nal, Arts. Bp y F, imponen una actuacibn 
legal-, o actuaciones u omisiones mate- 
riales o de hecho, al margen de la vo- 
luntad del funcionario público o su pre- 
visión. Quedan pues comprendidos aquí 
todos los daños ilegítimos, consecuencia 
de una actividad o inactividad de la Ad- 
ministración. 

La falta de servicio se configura ante 
una mala organizaci6n 0 funcionamiento 
defectuoso de la Adminktración. Es de- 
cir, nos encontramos con una Adminis- 
tración responsable, quizás bien intenciw 
nada, pero en la cual recae la responsa- 
bilidad en raz6n de una posicibn que 
ella ha tomado en relación a su funcio- 
namiento y que consecuenciahnente pro- 
duce un daño al administrado, exktiendo 
la relación causal. 

Aqui el funcionario público no tiene 
injerencia ni participación, no se requie- 
re que la falta se individualice en el 
agente sino que basta que la conducta 
de la organización sea. imputable a un 
mal funcionamiento general de ella. Así 
pues, la nocibn falta de servicio se con- 
figura en las siguientes hipbtesis: 

a) cuando la organización pública 
ha funcionado mal, o sea, el daño es cau- 
sado por una acción positka; b) cuando 
no haya funcionado, o sea, el daño se ha 
cometido por omisibn, cuando existe un 
deber funcional de actuar; c) cuando lo 
haya hecho tardíamente, o sea, cuando 
el daño es cometido por una falta de 
diligencia funcional. 

En todos estos casos si la falta revis- 
te cierta gravedad, es el origen directo 
del perjuicio y no media una cau.a que 
exonere a la Administraci6n; ella queda 
obligada a la indemnizaci6n del daño in- 
justamente ca-do a’la ~ktima. Lz+ anti- 
juridicidad del daño se produce si no exis- 
ten causas que justifiquen la actitiidad 
adminsitrativa que cause el daño en el 
pahimonio del administrado. La antiju- 
ridicidad se traduce asi en La inexistencia 
del deber de soportar el daño por parte 
de la victima. No se debe olvidar que 

el daño para ser indemnizado, además 
de ser antijurídico, debe ser efectivo, eco- 
nómicamente evaluable e individualizado 
en relación a una persona 0 grupo oe 
personas. como lo señalamos, en este 
tipo de responsabilidad por falta de ser- 
vicio, el funcionario público, causante 
del daño (o frente a la incógnita de 
quiAn lo causó) respecto de los terceros 
afectados, no tiene una real importancia 
pues el sujeto imputable es la Adminis- 
tración. Sí adquiere importancia, confor- 
me a lo establecido en el inciso 29 del 
Art. 44 de la Ley 18.575 y el inciso 2’4 
del Art. 83 de la Ley 18.895, cuando la 
Adminishación (el Estado) indemniza al 
particular afectado en razón de falta de 
servicio y esa imputabilidad hubiere si- 
do producto de un actuar negligente o 
doloso de un funcionario público en el 
ejercicio de su funcibn (falta personal); 
en ese caso el EstadwAdminishxci6n po- 
dti repetir en contra del funcionwio, 
identificado corno causante del daño. Na- 
turalmente, esa conducta debe ser proba- 
da en tales términos ante el juez ordi- 
nario. 

La falta de servicio se entiende en ra- 
z6n de un funcionamiento defectuoso o 
anornd de la organización pública en 
que existe una falta a las obligaciones y 
cometidos del servicio impuestos por la 
ley. Naturalmente, si la ley le fija UD 
conjunto obligacional a la organización 
pública, ella debe actuar conforme a ese 
mandato y. por lo tanto, cualquier daüo 
que cause a los administrados por no 
cumplir con sus obligaciones y cometi- 
dos origina& falta de servicio. Asf pues, 
la falta de servicio puede consistir tan- 
to en una accibn como en una omisibn; 
en una actuación voluntaria 0 en una ac- 
tuación involuntaria; en una decisión eje 
cutoria 0 en una acción material; con- 
sistir en una falta de organización del 
servicio o en un defecto en su fimciona- 
miento; la falta de servicio puede tam- 
bi& tener su origen en una ilegalidad. 

Ya hemos dicho que la imputabilidad 
en este tipo de responsabilidad por falta 
de servicio recae en la Administración, 
pero naturalmente la cobertura no pue- 
de ser indefinida. Si la actividad daííosa 
se encuentra desconectada con el servi- 
cio u organización pública, la Adminis- 
tración no es responsable. El funcionario 
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ha actuado en ese cas” al margen de las 
funciones qwz el carg” le impone. La 
imputación a la Administración de la 
conducta lesiva de las personas que ac- 
túan como funcionarios públicos se de- 
tiene en los límites del servicio público, 
excluyendo la actividad privada de aqué- 
llos. Lo anterior supone que si la con- 
ducta del funcionario se manifiesta en 
el ejercicio del carg”, que éste mantiene 
en la organización administrativa, de tal 
forma que el daño resultante se presen- 
ta como expresión del funcionamiento del 
servicio, la imputaci6n del mismo recae 
en la Administración, la que no se exclu- 
ye, a nuestro entender, ni aun en pre- 
sencia del dolo penal. Esta última situa- 
ción originaría sí, a posteriori, la paibi- 
lidad de repetir en contra del funciona- 
rio; sería mucho más fkil detectar la 
responsabilidad tanto del funcionario co- 
mo de la Administracibn. Por ka par- 
te, para que el daño sea imputable a In 
Administración, no es necesario identifi- 
car nl funcionario. Puede ocurrir que 
existan daños anbnimos impersonales, no 
atribuibles n un &imcionario, sino a la 
organizacibn corzo tal. La responsabili- 
dad de la Administración es aqui direc- 
ta e inmediata. Pero la falta de serìici” 
en si no es anónima ni impersonal, pues- 
to que el daño causado por la Adminis- 
tración es producto de conductas de fun- 
cionnrios, lo que ocurre es que existen ca 
sos de impaibilidad de identificación de 
ese funcionario o de una imputación par- 
ticular. Hay otros casos en el funcionario 
que causa el daño es individualimble y 
su conducta es i-prochable en razón de 
falta pers”naL Inc1u.s” en ese caso, el 
afectado o víctima deberá actuar proce- 
salmente contra la Administración, siu 
perjuicio que ella, a posteriori y previa 
declaración judicial de responsabilidad 
personal del funcionario, repita. contra 
este úlämo. 

La falta de servicio, como hemos se- 
ñalado, es imputable a la Administracibn 
en razón de su funcionamiento anormal, 
situación que se reconoce cuando el ser- 
vicio u organización pública ha funcio- 
nado real (acción positiva), cuando no 
ha funcionado (abstención per” existien- 
do el deber de actuar) o su actuación 
ha sido defectuosa ” tardía (falta al de- 
ber de diligencia funcional). 

Dentro de este contexto es necesario 
tratar de objetivizar la “anormalidad”, 
entendiendo que estamos frente a un 
concepto jurídico indeterminado, cuya 
determinación en la especie le correspon- 
de al juez. Pero en esa determinaci6n es 
necesario remitirse a los supuestos de 
rendimiento medio del servicio u organi- 
zación de que se trate; estamos aquí 
frente al grado de exigibilidad en las 
conductas que se le puede pedir a un 
servicio u organización pública moder- 
na en un momento preciso y determina- 
do. En esta estimación deben conside- 
rarse factores variables de cada kpoca 
según la demanda social y el propio de- 
sarrollo efectivo de los servicios públicos. 
Hay pues aquí un campo enorne para la 
jurisprudencia en orden al reconocimien- 
to por esta vía de las demandas wkdes 
de resguardo a la integridad patrimonial 
de los administrados, ejerciendo un con- 
trol prudencial sobre el funcionamiento 
de la Administración al imponerle una 
carga de diligencia funcional bajo san- 
ción de responsabilidad patrimonial. 

Ahora bien, analizando el asunto des- 
de la perspectiva de lo que debe ser el 
funcionamiento normal del servicio u “r- 
ganismo público, éste a nuestro entender 
debe especificarse en razón de las leyes 
y reglamentos que 1” rigen, segím el “b- 
jeto para el que fue creado y los me- 
dios que se han colocado a su disposi- 
ción para el cumplimiento de sus fines. 
Así pues, la falta de servicio es esencial- 
mente flexible; en ese sentido, y al igual 
que toda falta administrativa, permite una 
graduacibn. En este contexto, para que 
se aplique la falta de servicio es necesa- 
no que la falta tenga una cierta impor- 
tancia, de lo contrario pueden existir 
imperfecciones, inherentes a toda actua- 
ción y que pueden ser consideradas co- 
rno normales. 

Un criterio que ayudará a determinar 
la importancia de la falta sería el grado 
de dificultad que implica la actividad 
adminishativa realizada por la organiza- 
ción a la que se le imputa el daño. Es la 
propia naturaleza de la actividad, en 
cuanto que elIa es 0 no dificult”sa, lo 
que determinaría el derecho a repara- 
ción. Si existe una actividad muy difi- 
cultosa por parte de la hdministraci6” 
para realizarla, allí la responsabilidad 
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surgiría sólo si la falta ha sido grave, 
importante, manifiesta. En cambio, si no 
existen las condiciones de dificultad, la 
exigibilidad debe ser menor e imputarse 
la responsabilidad en raz6n de la mera 
falta, pero sin que ella pueda caside- 
rarse corno normal. En definitiva, a ma- 
yor complejidad en la actividad adminis- 
trativa, mayor exigibilidad a la falta del 
servicio (grave en la cúspide oe la exi- 
gibilidad y simples faltas anormales en 
la base según actividad). Otro elemento 
que nos puede ayudar a la deterrninacián 
de la falta como normal o anormal dice 
relacibn con las circunstancias de tiem- 
po y lugar en que se dl3.%arrolla la acti- 
vidad. De tiempo, pues hoy el grado de 
dificultad para realizar una actividad 
puede ser menor que hace un tiempo, 
y de lugar, por los medios que se 
pueden o no contar en un lugar deter- 
minado para prestar el servicio. otro ele- 
mento es el grado de previsibilidad del 
daño. Si 81 era previsible, las faltas que 
se cometieron originarían m&s fácilmente 
la responsabilidad del servicio. Por el 
contrario, si el daño no era previsible, se 
admitirá con menor dificultad la falta 
de savicio. 

3.2. La relación de causa 3. efecto entre 
la actividad administrativa y el dañoque 

se alega en la falta de servicio 

La existencia de esta relación de cau- 
sa a efecto entre la actividad anormal 
que se imputa a la Administración y el 
daño producido es una condición nece- 
saria para que ella deba resarcir el da- 
ño. El definir los criterios de la relación 
de causalidad en base a las cuales una 
actividad administrativa anormal es In 
câusn de la lesión patrimonial, presenta 
bastintes d&ultades por el propio con- 
cepto de “relación causal” que no pue- 
de ser definido en tkrminos generales, 
pues frente a un hecho que prcduce un 
daño existen generalmente no ~610 una 
W.USB, sino un sinnúmero de situaciones 
que pueden estar coligadas, o ser inde- 
ptXXlientes y que originan una situaci0n 
cmsal. Por ello, para que un hecho pue- 
da ser considerado corno causa del daño 
debe tener una especial aptitud para 
producir el efecto perjwliciol, o sea, de- 
be ser en si mismo idóneo, suficiente y 

adecuado. Sólo en estos casos la activi- 
dad anormal puede considerarse como 
causa próxima del daño. 

Por otra parte, la relación entre el 
hecho y el daño debe ser siempre di- 
recta y exclusiva para que pueda la Ad- 
ministración resarcir al perjudicado. Esta 
relación directa debe apreciarse por el 
jua, en cada caso 0 circunstancia con- 
creta. 

El nexo causal puede tambikn verse 
afectado por distintas razones. En pri- 
mer lugar por la existencia de fuerza 
mayor, la que rompe cualquier posible 
conexión causal entre el foncionamientu 
del servicio y el daño de la víctima. La 
fuerza mayor se produce en cl evento 
que el daño resulte de un acontecimien- 
to previsible o imprevisible, pero irresis- 
tible y ajeno a la Admin&ación câu- 
sante del daño, en cuanto que 61 es aje- 
no a su propia organización o esfera de 
abividad. Tal situación excluye, una vez 
probada su existencia, el deber de re- 
parar dicho daño. En segundo lugar, la 
falta de la víctima puede romper el nexo 
causal. Así, la actuación de la víctima 
que a tmvés de su conducta participa 
de alguna fomx en la producción del 
daño, interfiere en el proceso causal y 
exime a la Administxación de responder. 
Por último, lo mismo ocurre si son ter- 
ceros los que de alguna forma putici- 
pan en la acción que causa el daño. Por 
lo tanto, la relacibn causal debe ser di- 
recta, inmediata y exclusiva de causa a 
efecto, con ausencia de fuerza mayor y 
que el nexo causal no sufra intervención 
extraña en la que incluso podría haber 
cooperado el propio administrado lesic+ 
nado. La Administración responderá cuan- 
do el daño alegado y probado por el 
afectado Esulte directamente de su ac- 
tividad administrativa, sin que la co- 
nexión entre ésta y su resultado sea in- 
terrumpida por elementos ajenos a la ac- 
tuación administrativa, lo que no signi- 
fica que pueda existir un COIKII~SO de 
causas, con:0 veremos. 

El problema del nexo causal, como di- 
jimos, debe ser asumido como una cir- 
cunstancia esencial por el juez. Si la ley 
no nos dice en yué consiste la causa de 
un daño y cuál es el tipo ae relación 
concreta que debe etistir entre un de- 
terminado daño y el hecho que lo pro- 
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dujo, la determinación de su contenido 
se constituye corno una exigencia esen- 
cial en la labor interpretativa del juez. 
Esta situación es más evidente en la res- 
ponsabilidad por falta de zervicio, en 
donde el nexo causal se ronstituye por la 
relación entre el funcionamiento anor- 
mal del servicio público y la lesión pa- 
trimonial y no por el criterio trariicional 
de la culpa o negligencia en donde el 
juez tiene la posibilidad de apoyarse en 
la conducta del demandado f”ncionario. 
La relación funcionamiento anorn~al del 
servicio y lesibn patrimonial (nexo de 
causalidad) pasa a ser así un elemento 
determinante de la imputación de da- 
ños a la AdnGistracibn en la responsa- 
bilidad por falta de servicio. 

Frente a la existencia de un daño, el 
elemento de la causalidad trata de re- 
solver tres aspectos. Primeramente, la 
necesidad de proteger a la victka de un 
hecho que le causa daíío, reestablecien- 
do su patrimonio a su primitiva situa- 
cibn mediante el oportuno pago de una 
indemnización. El segundo aspecto se 
refiere a la necesidad de limitar -den- 
tro de la infinita cadena de hechos y 
de precedentes causales, en la que el 
daño final vendria a ser un res”ltado”e- 
cesario- algunos hechos que cobran es- 
pecial importancia en razón de las exi- 
gencias de resarcimiento planteadas por 
los daños producidos. Y finalmente, Ia 
necesidad de limitar las consecuencias o 
efectos dañosos ahibuidos a 11” deterrri- 
nado hecho causal. 

El límite del concepto de causalidad 
juridica vendrá señalado por aquellos da- 
ños que habrían de haberse producido 
en todo caso, incluso faltando el hecho 
lesivo de la Administración, debiendo 
quedar por tal motivo definitivamente a 
cargo de !.a víctima. Tales so” los su- 
puestos de fuerza mayor, de los que no 
puede predicarse, en rigor, la existencia 
de una causa juídica de un daño in;p”- 
table a un sujeto responsable. En tal 
sentido se podría definir la czwsalidad 
jurídica como la relaci6n existente entre 
un daño resarcible y el hecho que caw 
tituye la fuente normativa de responsa- 
bilidad. 

A la vista de esta definicibn y de las 
observaciones anteriores, el pmblema de 
la causalidad juridica puede ser afron- 

tado mediante un doble proceso selecti- 
vo: en primer lugar, a través de la se- 
lección del hecho o hechos que, pudiendo 
dar origen a la responsabilidad de la 
Administración, presente” una especial 
relevancia en la singular determinación 
de la lesibn patrimonial de un tercero; 
y, en segundo lugar, mediante la selec- 
ción de aquellos efectos o consecuencias 
dañosas que, en concreto, puedan ser 
imputadas a un determinado hecho da- 
ñoso. 

El proceso delimitador del Brea de la 
causalidad jurídica se produce, por una 
parte, intentando aislar, en presencia de 
un determinado resultado dañoso, una 
serie de hechos causales que hayan po- 
dido contribuir directamente a su pro- 
ducción, y, por otra, tratando de señalar 
el alcance del poder causal de cada 
hecho dañoso, esto es, hasta quk extre- 
mo se extienden los efectos lesivos de un 
determinado hecho calificado como cau- 
sa de un resultado dañodo. Tanto la 
teoria de la equivalencia de las condi- 
ciones (o de la conditio sine qua non) 
~xno la teoría de la causalidad adecua- 
da o las distintas modalidad& propias 
de los Ordenamientos anglosajones, como 
so” ks concepciones de la causalidad 
prbxima (proximate cause) o d la cau- 
salidad razonablemente previsible (de 
foresight of a reasanable man), consti- 
tuyen criterios aproximados utilizados 
para señalar tanto los hechos qce han 
tenido ~11 influjo cualificativo y deter- 
minante en la producción del resultado 
dañoso, debiendo ser calificados por tal 
motivo como causas del mismo, como el 
alcance potencial que debe atribuirse a 
cada hecho causal dentro del fenómeno 
dañoso, tmtando en tal sentido de fijar 
un límite a la eventual cadena de da- 
ños que podría” derivarse de una primi- 
tiva causa. Proceso simultáneo, por con- 
siguiente, de delimitación y selección de 
hechos y de efectos dañosos, en orden al 
establecimiento entre aquéllos y &.vtos del 
necesruio vinculo o relación de causali- 
dad que pueda dar origen al resarcimiento 
de la víctima por parte de la Administra- 
ciá” responsable. 

Si” entrar ahora en el examen de cada 
“no de estos criterios, se puede observar 
una Ifnea de acercamiento entre los mis- 
mos, cuyo comía denominador vendria 
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rrarcado por el análisis de los sucesos 
lesivos como fenómenos dinámicos, a cu- 
ya gknesis pueden concurrir “na o varias 
series de causales autónomas o depen- 
dientes entre sí y dentro de cuyo desen- 
volvinknto pueden diferenciarse “no o 
varios chñm parciales que coacuren a 
la formación del remItado lesivo final en 
el patrimonio de un s&o adn inistrado. 
En tal sentido, se delx sostener que el 
principio de garantia patrimoninl de la 
víctima obliga a eliminar del concepto 
de relación causal únicamente aq&los 
hechos que, coo toda evidencia. no ha- 
ya” tenido ningún poder determinante 
en la producción del daño final: en otras 
palabras, deben quedar fuera del nexo 
causal entre “n hecho y su efecto lesivo 
~610 aquellos daños parciales que se hu- 
biesen producido igualmente, bien por el 
propio comportamiento culpable de In 
victima, bien por la existencia de dxa 
serie causal determinante en la produc- 
ción de los mismos. 

Los problemas planteados por la con- 
currencia de causas tienen especial lele- 
rancia, puesto que cada vez so” “ás 
frecuentes los supuestos de daños en que 
Ia disminución patrimonial final padecida 
por la víctia se manifiesta como w1 
fenómeno dinámico y complejo, dentro 
del cual es posible diferenciar una pln- 
ralidad de hechos y de consecuencias Ir- 
SiMS parciales. 

Una lesión pahimonial puede ser, en 
efecto, el resultado del concuïso inicial 
o sobrevenido de varios hechos dañosos, 
cada uno de los cuales contribuye eu 
distinta proporción a la producción de 
aquklla. Tomando en consideración estos 
aspectos y mirado el asunto desde la 
perspectiva del administrado que sopar- 
ta el daño, pensarnos que cumplikndose 
con los requisitos específicos de la rela- 
ción causal el daño debe ser compemado 
en la debida proporción que corresponda 
y cktemine el juez por todos aquellos 
que de alguna forma participaron en la 
prcducció” del daño final. 

3.3. El perjuicio 

La responsabilidad patrimonial por 
falta de servicio de la Administración se 
extiende a todos los posibles daños q,,e 
sea” producto del fimcionamiento anor- 

mal de sus servicios. Así, pws, el daño 
causado, que constituye 1111â situación de 
hecho que atenta contra la integridad de 
una cosa, de una persona, de una activi- 
dad o de una situación, genera un dere- 
cho a la reparación a la vícäma, cum- 
plikndose los demás requisikos legabs, en 
razón a que kl produce un atentado con- 
tra un derecho radicado en el patrimonio 
del sujeto qne soporta el daño. Por 
ejemplo, el afectado podra invocar “n 
atentado al derecho a la integridad fisica 
o síquica de la persona afectada o SI, 
reputacibn o el carácter licito de la acti- 
vidad que desarrollaba y que se ve afec- 
tada. El perjuicio surge despuks de la 
producción del daño; se pcdria decir que 
es la consecuencia del daño. El aaño es 
un hecho que se constata; el perjuicio 
supone una evaluación posterior. Un mis- 
mo hecho daiíoso puede producir per- 
juicios disäntos R diferentes sujetos en 
diferente forrra o intensidad. 

En definitiva, el perjuicio es la expre- 
sión subjetiva del daño; puede ocurrir 
que exista un daño del cual nxx se deri- 
ven perjuicios y, por lo tanto, no surge 
reponsabilidad, o que exista daño si” 
responsabilidad, aunque sí perjuicio, pe- 
ro no es posible pensar en responsabili- 
dad si no hay perjuicios. 

Sin duda, pala que la Administración 
responda es necesario que existan y se 
prueben los perjuicios que swge” en ra- 
2611 del daño ocasionado por actuaci6” 
material o jurídica de ella. 

El daño debe referirse a la lesión de 
un derecho y además debe ser real, es 
decir, efectivo y probado, si” que pueda 
admitirse la alegación de supuestos per- 
juicios que no se ha” producido y q”e 
si se producen setin indemnizables en 
su momento. El daño debe ser, adem&s, 
evaluable ecanón-icamente y responder 
la indemnización cmrelativa a la calidad 
de justa e integral a los daños sufridos. 
En relación co” lo anterior, debemos 
señalar que un objetivo fundamental en 
materia de indemnización por daños prw 
ducidos como comearxcia del funcio- 
“amiento anormal o defectuosa de un 
~erviclo público es que la indemnización 
sea total, integral, adecuada a la magni- 
tud del daño sufrido; cadquier desvia- 
cibn a este principio llevaría a hacer 
soportar al lesionado un detrimento pil- 
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trimonixl no ordenado co” carácter ge- 
neral y que, en co”secue”cia, no está 
obligado a soportar. Para verificar la 
magnitud del daño hay que prestar 
atención a su monto real y a la previsi- 
hk evolución del mismo. En ocasiones 
los daños so” verificahles en un rromen- 
to dado con toda precisión, sin que cir- 
cunstancias sobrevenidas puedan hacer 
variar su cuantía. Esto no sucede gene- 
ralmente co” los daños corporales, los 
que suekn tener naturaleza evolutiva, 
pudiendo variar en un sentido positivo o 
negativo al alcance real finalmente espe- 
rado de u”a lesión. 

Según se ha expresado, condenada la 
persona pública al pago de los daños y 
perjuicim por falta personal del funcio- 
“ario, tiene aquélla derecho a recurrir 
contra éste para que reintegre el monto 
de la indemnizacib”. Este es uno de los 
casos en que se plantea la responsabili- 
dad civil del funcionario frente a la per- 
sona pública a cuyo servicio de encuentre 
o baya estado. 

Ha de responder entonces civilmente 
el funcionario ante la Administración si 
por faltas personales de aquél ha causa- 
do directamente daño al patrimonio pú- 
blico, o por sentencia que condena a la 
Administmción al pago indemnizatorio 
por daño causado en razón de esa falta 
personal a un tercero. La responsabilidad 
se limita en estos osos a que los daños 
y perjuicios provenga” del dolo del fun- 
cionario, de su negligencia, impericia o 
imprudencia inexcusables. Es preciso, 
pues, que el funcionario haya procedido 
de tal manera para que pueda ser obliga- 
do al pago de la reparacibn pecuniaria. 
La Administración no puede exigir a sus 
agentes responsabilidad pecuniaria por 
faltas que no revista” excepcional grave- 
dad, porque ello conduciria a los agentes 
públicos a proceder CMI excesiva cautela, 
sin la presteza necesaria, y paralizaría 
en ellos el esphitu de iniciativa. Si las 
faltas cometidas praentan los expresados 
caracteres, puede ser exigida responsabi- 
lidad civil al funcionario, aun cuando del 
acto u omisión dañosos no hubiere deri- 
vado beneficio personal alguno. 

Tanto el art. 44 de la Ley Orgánica 
Constitucional de Bases de la Adminis- 
tración del Estado como el art. 83 de la 
Ley Orgánica Constitucional de Muui- 
cipalidades establecen esta pasibilidad de 
repetir en contra del funcionario cuando 
éste hubiese incurrido en falta personal. 
Entendemos que ello es posible en el 
contexto antes explicado. Además, compk- 
mentando lo anterior, el art. 121 del 
D.F.L. N’J 253/1953 establece el princi- 
pio de la responsabilidad del empleado 
ante el Fisco o instituci6n empleadora 
frente a los perjuicios causados a conse- 
cuencia del incumplimiento de sus obli- 
gaciones, ya sea intencional”-ente, por 
negligencia o imprudencia. Si además el 
Estado se ve pecunariamente afectado 
ante terceros, el empleado deberá enterar 
e” arcas fiscal~ lo fijado como indemni- 
zaci6” y pagado por la Administración 
a ese tercero afectado, situación que se 
complementa co” los descuentos que au- 
toriza la Ley 10.338, art. 67, inc. 29, M- 
“lo veremos. 

Iguakxnte, el art. 56 dîl D.F L. 

338/60, Estatuto Administrativo, consa- 
gra el derecho a repetir que tiene la Ad- 
ministración en contra del agente público 
para hacer efectiva la responsabilidad 
civil, solicitando el embargo de la remu- 
neración del empleado, cuando dicha 
respowbilidad emane de actos ael fu”- 
cionario, realizada en contravención a sus 
ohligaciones funcionarias. 

Así, se considera directamente respon- 
sable a la Administración, a quien se le 
imputan los resultados daiiosos de las 
faltas cometidas por sus agentes, cuando 
éstas no tengan el carácter de faltas per- 
sonales que determine” la responsabilidad 
exclusiva de los mismos y que fueron 
cometidas fuera de la función pública y 
aquellos otros anónimos en la medida 
que no es identificable el funcionario 
autor. Toda negligencia, error u omisi6”, 
que aunque reprobable, está en los hábi- 
tos del servicio y es inseparable del mis- 
mo, se entiende constitutiva de fnlta de 
servicio y debe ser reparada por la Ad- 
ministración raponsable de ese servicio. 
Si esa actuación o hábito, negligencia, 
error ” omisión es impntable al funciona- 
rio en ejercicio de la función, se podrá 
repetir contra él siempre que hubiese 
existido en esa conducta funcionaria1 una 
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intención positiva, una negligencia inex- 
cusable o una impericía grave, producto 
de la cual se causa el daño al administra- 
do, situación que naturalmente Ia Admi- 
nistración debeti investigar y probar e” 
juicio, 

A nuestro entender, no sería suficiente 
el mero sumario administrativo interno 0 
de la Conhaloría General de la Repú- 
blica. Esta situaci6” no es asimilable 
tampoco B un juicio de cuentas en dande 
se persigue la responsabilidad civil del 
funcionatio público que maneja fondos 
o bienes del Estado y cuya cuenta es re- 
parada, procedimiento específico regula- 
do en la Ley 10.336 Orgánica de Con- 
traloría General de la República. Puede 
oarrir si que en algunos casos. * trav& 
de este procedimiento, se llegue a la 
determinación de la responsabilidad civil 
del funcionario público que maneja fon- 
dos o bienes del Estado, y e” ese CS” 
debeti restituir lo reparado en su cuen- 
ta, pero 11” las indemnizaciones pagadas 
a terceros poe el Estado. Al respecto, el 
inc. 29 del art. 67 de la Ley 10.336 
establece que el Contxalor podrá ordenar 
se descuente en las condiciofies que abl 
se fijan, de las remuneraciones de los 
funcionarios, las s”mas que el Fisco u 
otra institución estatal debe pagar a ter- 
ceros en virtud de sentencia judicial 
cuando se haga efectiva la responsabili- 
dad civil por actos realizados en el 
ejercicio de las funcioxs respectivas, Hay 
aqti una norma que se encuentra esta- 
blecida para aplicada una vez que la 
Administracibn ha probado la negligen- 
cia o conducta dolosa del funcionario en 
juicio, o corno era antiguamente ando 
la Admititraci6” era demandada solida- 
riamente co” el funcionario para los 
efectos del pago de la indemnización y 
en donde se discutía la negligencia o el 
dolo funcionarial, o sea, la falta personal. 
Efectivamente, hoy el adnkistiado de- 
ma”da a la Administración por falta de 
servicio en un juicio en que se debate 
la “culpabilidau de la Administración 
por no aduar, por actuar mal o hacerlo 
tardlamente, 0 sea. por funcionar anor- 
mahnente y no se discute la negligencia 
o dolo funcionarial. De ahí que “ecesa- 
riamente, pensamos, la Administmcibn 
condenada al pago de una suma de di- 
nero a título de indemnización en mzb” 

de falta de servicio, deber& si motivo 
que orfgina la demanda es imputable a 
negligencia o dolo de un funcionario pú- 
blico identificado, iniciar ks acciones 
judiciales para que una vez probada 
dicha conducta pueda repetir del patri- 
monio funcionario la restitución de lo 
pagado a título de imkr”nizaci6” por In 
Administración. En este caso podrá la 
Contralorla, luego de dictada la senten- 
cia que declare la culpabilidad civil del 
funcionario, retener, para efectos de pago, 
hasta UD 50% de su remmwxnción (art. 
67, inc. l”, Ley 10.336). 

Si en la sentencia del juicio en que la 
Administración demanda al funcionario 
para los efectos de repetir en su contra, 
se concluye que etitió buena fe ” justa 
CSUSB de error de parte del funcionario 
en 1x26” de la complejidad de la fun- 
ción, la presión para ejercerlo o la “atu- 
raleza de la ciencia o arte que implica 
la función, el juez podrá naturalmente 
liberar de responsabilidad por falta per- 
sonal al funcionario ” determinar sólo un 
grado de responsabilidad, co” lo cual se 
concluye que el hecho que originó el 
daño al tercero no era imputable a dicho 
funcio”xio público o existib una jwta 
causal de excusabilidad de parte de 61 o 
$610 es parcialmente imputable, produ- 
ciéndose el cúmulo de responsabilidades. 
Para co”cl”ir, diremos que en la falta 
de servicio la culpabilidad del funciona- 
rio no tiene importancia frente a la impu- 
tació” del hecho dañoso al ente público, 
ente que debe responder si existe un 
funcionamiento anormal en relación al 
ettidar medio de perfección requerido 
en el funcfoaamiento del servicio o eje- 
cicio de una actividad. Por supuesto, si 
hay comportamiento c”lposo o dolosa del 
funcionario, se identifica más fácilmente 
el funcionamiento anormal del servicio. 
Naturalmente, la anormalidad de la ac- 
ción administrativa de la que se deriva 
U” daño antijuridico se comprobarL mas 
fácilmente si se identifica primero el 
comportamiento culposo ” doloso del fun- 
cionario causante material del daño. Si” 
embargo, tal comportamiento culpabk 
no es en absoluto necesario para deter- 
minar la objetiva ilegitimidad de la acti- 
vidad administrativa, uykl existencia y 

valoración concretas se realizan efectiva- 
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mente en el ‘hecho lesivo”, con indepen- ha sido eliminada de las hipótesis legales 
dencia del comportamiento personal del que condicionan la responsabilidad civil 
funcionario. La culpabilidad subjetiva de de la Administmci6n, lo que equivale a 
este último no sólo no presenta ya constituir una ampliación de garantia pa- 
dieve julídico alguno pala que trnga trimonial de los administrados frente al 
lugar el fenbmeno de imputación del proceso de intervención de los poderes 
hecho dañoso al ente público, sino que públicos. 


